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IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. ENCUENTRAN SUSTENTO EN EL DEBER 
DE CONTRIBUIR AL GASTO PÚBLICO, ASÍ COMO EN EL DERECHO AL ACCESO A UN 
AMBIENTE SANO Y EN EL PRINCIPIO "QUIEN CONTAMINA PAGA", CONSAGRADOS, 
RESPECTIVAMENTE, EN LOS ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN IV Y 4o., PÁRRAFO QUINTO, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Hechos: Personas morales 
promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 34 de la Ley de Hacienda 
del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos que se 
imponen transgreden el principio de proporcionalidad tributaria. 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que, los 
impuestos ecológicos o costo eficientes previstos en las disposiciones reclamadas, en virtud del 
aspecto económico que gravan, tienen asidero en los artículos 4o., párrafo quinto y 31, fracción IV, 
de la Constitución General. 

Justificación: Los impuestos ecológicos en estricto sentido buscan, entre otros aspectos, el 
reconocimiento de los gastos que deben realizarse para remediar o al menos paliar los efectos 
negativos que se originan en un proceso productivo que contamina o que tiene un impacto ecológico, 
cuyo autor, en vez de internalizarlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada al Estado la carga 
económica de repararlos. Tal reconocimiento se inserta en el deber de contribuir al gasto público 
consagrado por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, dado que quien contamina debe pagar en una proporción razonable respecto de la 
prevención o, en su caso, de la reparación del probable efecto causado o deterioro ambiental y en 
la cuantía suficiente para corregir el daño en el ambiente, lo cual equivaldrá a la incidencia económica 
en el gasto público. Asimismo, este tipo de tributos encuentra respaldo jurídico en el artículo 4o., 
párrafo quinto, de la Constitución General ya que, por una parte, incluyen en la configuración de su 
hecho imponible y de su base el deber público de protección ambiental, velando con ello por el 
acceso y goce a que tienen derecho todos los ciudadanos (no sólo quienes realicen procesos 
productivos contaminantes) respecto de los bienes públicos ambientales, lo que se traduce en el 
acceso a un medio ambiente sano. Por otra parte, tales contribuciones también se sustentan en el 
principio "quien contamina paga", conforme al cual el daño y deterioro del ambiente generan 
responsabilidad para quien lo provoque en los términos que establezca la ley, cuya interpretación 
armónica con la Recomendación del Consejo sobre los principios rectores de los aspectos 
económicos internacionales de las políticas ambientales de 26 de mayo de 1972, emitida por la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), permite concluir que se trata 
de una medida originalmente preventiva y, sólo en caso necesario, tendrá el carácter de correctiva. 
Por ende, con base en ese principio, el legislador puede hacer recaer los costes (de prevención o 
corrección) de la contaminación sobre quien los genera, con los consiguientes incentivadores de la 
búsqueda de materias y tecnologías limpias, lo cual no obstruye el desarrollo económico, sino que 
lo redirige hacia un desarrollo económico de carácter sustentable, en el cual se tome en 
consideración la conservación de los bienes ambientales. 

Amparo en revisión 1071/2018. Exploradora de Sombrerete, S.A. de C.V. y otras. 6 de febrero de 
2020. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

Amparo en revisión 140/2019. Plata Panamericana, S.A. de C.V. 22 de abril de 2020. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en relación con el 
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criterio contenido en esta tesis. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

Amparo en revisión 963/2018. Envases y Tapas Modelo, S. de R.L. de C.V. 22 de abril de 2020. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; mayoría de cuatro votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra de algunas consideraciones el Ministro 
José Fernando Franco González Salas. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo. 

Amparo en revisión 27/2019. Capstone Mining, S.A. de C.V. y otras. 13 de mayo de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; los Ministros Alberto Pérez Dayán y Javier Laynez 
Potisek manifestaron que formularían voto concurrente. Disidente: Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 

Amparo en revisión 1051/2018. Minera Real de Ángeles, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2020. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; emitió su voto con reservas Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Joel Isaac Rangel Agüeros. 

Tesis de jurisprudencia 56/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del treinta de septiembre de dos mil veinte. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 


